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CONCEJO DE BOGOTA D.C

Bogotá D.C., Abril de 2014
Doctor
HUGO CASTIBLANCO MARIN
Subsecretario Comisión Hacienda y Crédito Público
Concejo de Bogotá
Ciudad
Asunto: Ponencia para primer debate al Proyecto de Acuerdo Nº 093 de 2014
Respetado Doctor Torres:
En cumplimiento de la asignación que se me hiciera como ponente del Proyecto de Acuerdo Nº 093 de 2014 “Por el cual se adopta la tasa por uso de áreas de alta congestión en el Distrito Capital de  Bogotá”, rindo ponencia en los siguientes términos: 
1. OBJETO DEL PROYECTO
El proyecto presentado por la Administración Distrital, tiene por objeto adoptar la tasa por uso de áreas de alta congestión autorizada por el artículo 90 de la Ley 1450 de 2011 e instaurar su cobro dentro de la jurisdicción de Bogotá, con el propósito fundamental de desestimular el uso del vehículo particular.

No obstante, es fundamental precisar, que el uso del vehículo particular, no sólo impacta en la ocupación de las vías, generando los problemas ya conocidos de congestión y afectación en la velocidad de operación de los vehículos con su correspondiente impacto en la productividad de la ciudad, sino en la salud pública, por su aporte en gases contaminantes y material particulado.

Por lo anterior se considera oportuno y necesario la implementación de alta contaminación, asociando esta última, no a la emisión propia de sustancias contaminantes sino al uso de la vía en las áreas que la Secretaria Distrital de Ambiente, en el marco de adaptación al Cambio Climático, lo cual fue aceptado por la Secretaria Distrital de Movilidad, como propuesta de modificación, para discusión en debate del Concejo.

2. FUNDAMENTO JURÍDICO
DE ORDEN CONSTITUCIONAL
ARTICULO 1. 

Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la Dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.

ARTICULO 2.

Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.

ARTICULO 79.

Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo.

Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.
ARTÍCULO 313.   Corresponde a los Concejos:
1. Reglamentar las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del municipio.
(…)

4. Votar de conformidad con la Constitución y la Ley los tributos y los gastos locales.

Artículo 322: “… 
A las autoridades distritales corresponderá garantizar el desarrollo armónico e integrado de la ciudad y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito…”.
Artículo 338.

En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables y las tarifas de los impuestos.

La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fin la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que le presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos.

Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos ocurridos durante un periodo determinado, no pueden aplicarse sino a partir del periodo que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley, ordenanza o acuerdo.
Como bien puede colegirse de las normas citadas, compete al Concejo de Bogotá, por asignación expresa consignada en la Carta  Política, la creación, modificación o supresión de tributos que ostenten el carácter Distrital, como es el caso que nos ocupa al estudiar la adopción de una tasa por uso de áreas de alta congestión, bien puede constituirse lo que la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional denomina pacíficamente la Potestad Tributaria de los entes territoriales.
DE ORDEN LEGAL
Decreto-Ley 1421 de 1993

Artículo 12°. Atribuciones.

Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y la ley:

(…)

1. Establecer, reformar o eliminar tributos, contribuciones, impuestos y sobretasas: ordenar exenciones tributarias y establecer sistemas de retención y anticipos con el fin de garantizar el efectivo recaudo de aquéllos.
8. 
Determinar la estructura general de la Administración Central, las funciones básicas de sus entidades y adoptar las escalas de remuneración de las distintas categorías de empleos.
LEY 1450 DE 2011

«Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014»

Artículo 90. 

Los municipios o distritos mayores a 300.000 habitantes, podrán establecer tasas por uso de áreas de alta congestión, de alta contaminación, ó de infraestructura construida para evitar congestión urbana. El gobierno Nacional reglamentará los criterios para determinar dichas áreas. Los recursos obtenidos por concepto de las tasas adoptadas por las mencionadas entidades territoriales, se destinarán a financiar proyectos y programas de infraestructura vial, transporte público y programas de mitigación de contaminación ambiental vehicular.
LEY 276 DE 1996

Artículo  1º. 
El artículo 5º de la Ley 105 de 1993, incluirá un representante del Sector del Transporte, servicio público colectivo de pasajeros y/o mixto del sector rural por carretera.
LEY 105 DE 1993

Artículo 2.


 Principios Fundamentales.
a. De la soberanía del pueblo: La soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce en forma directa por medio de sus representantes, en los términos que la Constitución establece. Corresponde al Estado garantizar la soberanía completa y exclusiva sobre el territorio, el espacio aéreo y el mar territorial.

b. De la intervención del Estado: Corresponde al Estado la planeación, el control, la regulación y la vigilancia del transporte y de las actividades a él vinculadas.

c. De la libre circulación: De conformidad con los artículos 24 y 100 de la Constitución Política, toda persona puede circular libremente por el territorio nacional, el espacio aéreo y el mar territorial, con las limitaciones que establezca la ley.

Por razones de interés público, el Gobierno Nacional podrá prohibir, condicionar o restringir el uso del espacio aéreo, la infraestructura del transporte terrestre de los ríos y del mar territorial y la navegación aérea sobre determinadas regiones y el transporte de determinadas cosas.

En caso de conflicto o insuficiencia de la infraestructura del transporte, el Estado preferirá el servicio público colectivo del servicio particular.

d. De la integración nacional e internacional: El transporte es elemento básico para la unidad Nacional y el desarrollo de todo el territorio colombiano y para la expansión de los intercambios internacionales del País.

e. De la Seguridad: La seguridad de las personas constituye una prioridad del Sistema y del Sector Transporte. 
NORMATIVIDAD DE ÓRDEN NACIONAL
DECRETO 2883 DE 2013

«Por medio del cual se fijan los criterios para la determinación de áreas de alta congestión, de alta contaminación, ó de infraestructura construida o mejorada para evitar congestión urbana y se dictan otras disposiciones»
ARTÍCULO 1°. Criterios para determinar áreas de alta congestión, de alta contaminación, ó de infraestructura construida o mejorada para evitar la congestión urbana.

De conformidad con la ley, los municipios o Distritos con poblaciones mayores a 300.000 habitantes, podrán establecer tasas por uso de áreas de alta congestión, de alta contaminación, ó de infraestructura construida o mejorada para evitar la congestión urbana. Para la determinación de estas áreas deberán observar los siguientes criterios:

1. La disponibilidad de una oferta de transporte público y alternativas de transporte no motorizadas suficientes para atender tanto las demandas existentes como las nuevas que se puedan generar con la imposición de las tasas por uso y su proyección en el tiempo a partir de series de estadísticas de al menos  diez (10) años.

2. Cuando se trate de infraestructura vial a mejorar o las áreas en cuestión, acreditar que éstas se caracterizan por la existencia de externalidades negativas relacionadas principalmente con el uso excesivo de vehículos motorizados particulares y que no se afectarán adversamente los niveles de servicio de transporte público y no motorizado, realizando simulaciones con base en las series estadísticas.

3. La forma en que se va a contener el número de impactos negativos previsibles en diversos órdenes sobre las vías, zonas o corredores de transporte por fuera de la infraestructura ó de las áreas, y en que la administración municipal o distrital formulará e implementará acciones apropiadas de mitigación en todo caso.

Atendidos los criterios anteriores, se formulará el modelo de tasa por uso en el cual deberán abordarse al menos los siguientes criterios, de conformidad con los parágrafos 1 y 2 del artículo 90 de la Ley 1450 de 2011:

1. Con relación a condiciones operativas y para facilitar la determinación de la infraestructura o de las áreas según el contexto local, la administración municipal o distrital deberá observar tanto las características como los elementos que las conforman como se indica a continuación, favoreciendo la eficiente utilización de las vías y/o el espacio público circunscritos, además de promover el cambio modal a modos de transporte público y no motorizado:

1.1. Tipos de vía, niveles de congestión y servicio, tipos de servicio de los vehículos y niveles de ocupación vehicular para la imposición de las tasas por uso de áreas de alta congestión o de infraestructura construida o mejorada para evitar congestión urbana.

1.2. Concentraciones de los técnicamente denominados “contaminantes criterio”, tipos de vehículos, modelos, tipos de servicio de los vehículos y niveles de ocupación vehicular para la imposición de tasas por uso de áreas de alta contaminación.

1.3. Temporalidad de las tasas por uso, de acuerdo con los criterios señalados en los parágrafos 1 y 2 del artículo 90 de la Ley 1450 de 2011, y en concordancia con la destinación especifica prevista en el inciso 2° del mismo artículo.

1.4. Aspectos relacionados con la aplicación de las tasas por uso como los días a la semana, las horas del día, las vías de aplicación y/o las distancias recorridas sobre las cuales se impondrán las tasas por uso.

En cada uno de los numerales previstos se detallarán los elementos, metodología e indicadores utilizados para su medición.

ARTÍCULO 2°. Condiciones para la definición, implementación, modificación o derogación de áreas de alta congestión, de alta contaminación, ó de infraestructura construida o mejorada para evitar la congestión urbana.

La administración municipal o distrital que opte por definir, implementar o modificar la infraestructura o las áreas de las que trata el presente Decreto, garantizará que se cumplan los estándares y protocolos nacionales en caso de adoptar el sistema de identificación y recaudo electrónico vehicular que el Gobierno Nacional disponga.

Corresponde a los Municipios o Distritos, la realización de estudios debidamente sustentados, los cuales atenderán y resolverán como mínimo, los criterios definidos en el presente Decreto como soporte previo necesario a la expedición de los actos administrativos.

La administración Municipal o Distrital sustentará ante la instancia que para ello conforme el Ministerio de Transporte, el proyecto de determinación, implementación, modificación o derogación si es el caso, de las áreas de alta congestión, de alta contaminación, o de infraestructura construida o mejorada para evitar congestión urbana que va a realizar y su respectivo plan de acción, el cual deberá contener como mínimo la siguiente información:

· Estudio de viabilidad económica y social, indicando expresamente los costos y beneficios de la iniciativa a impulsar y su conveniencia.

· Definición clara de funciones y responsabilidades de la autoridad competente estipulada, nueva o delegada, que tendrá a cargo la definición, implementación, modificación y operación de la iniciativa.

· Metodología para la definición de indicadores de impacto de la medida, esquema detallado de monitoreo y métodos de evaluación a adoptar.

· Para los casos específicos de definición, implementación o modificación, se incluirá la propuesta tecnológica y el esquema operativo y funcional del sistema de recaudo electrónico vehicular. Especial atención se dará a los mecanismos de identificación, recolección, verificación, cobro y control de evasión de las tasas por uso.

· Cronograma y descripción del plan de definición, implementación, modificación y/o derogación, debidamente justificado que incluya las medidas y/o iniciativas previas y posteriores a la definición, implementación, modificación y/o derogación del cobro de las tasas por uso.

· Proyecto de acto administrativo local que defina la infraestructura o las áreas en cuestión, señalando expresamente la externalidad o conjunto de externalidades negativas que sustentan la iniciativa y el cual permitirá delimitar el cobro y adoptar las tasas por uso, o si es el caso derogar el cobro que aplica sobre las mismas.

· Para los casos específicos de definición, implementación o modificación, se detallarán los proyectos y programas a los cuales se destinarán los recursos del cobro de las tasas por uso.

· Plan de socialización.

PARAGRAFO. En todo caso, la definición, implementación, modificación o derogación de áreas de alta congestión, de alta contaminación, o de infraestructura construida o mejorada para evitar la congestión urbana, deberá ser congruente con la política pública nacional de movilidad y transporte urbano e impulsada con el propósito de facilitar directa o indirectamente, la ejecución de los Planes de Desarrollo de las autoridades locales y la promoción coherente de políticas y medidas que se establezcan dentro de documentos de política pública como planes maestros de movilidad, energías de transporte y planes de ordenamiento territorial.

Una vez efectuada una lectura atenta de las disposiciones contenidas en el Decreto 2883 de 2013 pueden efectuarse las siguientes observaciones:

· Uno de los criterios fundamentales para determinar áreas de alta congestión, de alta contaminación o de infraestructura construida o mejorada corresponde a la disponibilidad de una oferta de transporte público y alternativas de transporte no motorizadas suficientes para satisfacer tanto la demanda existente como aquellas que se generen con posterioridad a la imposición de tasas por uso.

· Corresponde al Distrito la realización de los estudios, los cuales deberán atender como mínimo las condiciones contenidas en el Artículo 2° del Decreto 2883 de 2013 como soporte previo necesario.

· En consonancia con el Decreto, el procedimiento consignado corresponde a las actuaciones que deben adelantarse para la determinación de las áreas, mas no para la adopción de la tasa, que por expresa orden constitucional compete exclusivamente al Concejo de Bogotá, situación que resulta pertinente diferenciar.

NORMATIVIDA DISTRITAL

DECRETO 319 DE 2006

ARTÍCULO 8. OBJETIVOS

Este Plan Maestro tiene por objeto concretar las políticas, estrategias, programas, proyectos y metas relacionados con la movilidad del Distrito Capital, y establecer las normas generales que permitan alcanzar una movilidad segura, equitativa, inteligente, articulada, respetuosa del medio ambiente, institucionalmente coordinada, y financiera y económicamente sostenible para Bogotá y para la Región. Para el logro de estos fines, se establecen los siguientes objetivos específicos:

1. Contribuir al aumento de la productividad y competitividad de la región Bogotá Cundinamarca.

2. Mejorar la accesibilidad y conectividad de los sectores periféricos y rurales de la ciudad, con las distintas centralidades y el centro de la ciudad.

3. Contribuir al crecimiento inteligente considerando la interacción entre los usos del suelo y los modos de transporte de tal forma que se mejore la accesibilidad en concordancia con la descentralización de las grandes unidades de servicios y equipamientos.

4. Priorizar los subsistemas de transporte más sostenibles, como el t
transporte público o el transporte no motorizado (peatonal o bicicleta).

5. Articular en forma eficiente y competitiva los subsistemas vial, de transporte y de regulación y control del tráfico con tecnologías apropiadas.

6. Garantizar la seguridad vial a los diferentes grupos poblacionales, especialmente a los más vulnerables.

7. Articular mediante intercambiadores modales los diversos modos de transporte urbano e interurbano de pasajeros con el fin de optimizar los flujos de tráfico y de privilegiar aquellos modos menos contaminantes del medio ambiente.

8. Promover el funcionamiento logístico de la Ciudad-Región mediante acciones coordinadas entre actores públicos y privados para el desarrollo de centros logísticos, y soluciones viales así como estrategias para el reordenamiento del suelo de uso industrial.

9. Reducir los niveles de contaminación ambiental por fuentes móviles e incorporar criterios ambientales para producir un sistema de movilidad eco-eficiente.

10. Garantizar niveles de coordinación institucional entre las entidades responsables de la planeación, operación y control que respondan a los objetivos de un sistema regional de movilidad competitivo y articulado.

11. Conformar un modelo de gestión que propicie la participación de los diferentes actores institucionales y de la sociedad.

12. Adoptar el enfoque basado en procesos en las diversas actuaciones que desarrollen las entidades públicas distritales, quienes presten servicios a éstas, y los particulares cuyas funciones se relacionen con la movilidad.

13. Procurar la sostenibilidad financiera y de recursos para los proyectos del Plan Maestro de Movilidad.

14. Promover mecanismos de retribución o contribución por los impactos derivados de la movilidad.

En desarrollo de lo que se considera la Constitución ecológica, se establece el derecho que tienen todas las personas a gozar de un ambiente sano y la correlativa obligación en cabeza del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente. Consciente de dicha obligación el Código de Recursos Renovables y de Protección al Medio Ambiente en su artículo 8 consigno aquellos factores que deterioran el ambiente, entre los que podemos encontrar la contaminación del aire «entendiendo por contaminación la alteración del ambiente con sustancias o formas de energía puestas en él, por actividad humana o de la naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles capaces de interferir el bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la fauna, degradar la calidad del ambiente o de los recursos de la nación o de los particulares y por contaminante cualquier elemento, combinación de elementos, o forma de energía que actual o potencialmente puede producir alteración ambiental de las precedentemente escritas. La contaminación puede ser física, química, o biológica». En respuesta a dicha consagración el artículo 75 del mismo estatuto confiere la potestad de prevenir la contaminación atmosférica mediante la expedición de disposiciones concernientes a la calidad del aire, a los mecanismos disponibles para combatir la contaminación, o bien como en el caso que nos ocupa a la imposición de restricciones a la circulación de vehículos automotores que alteren la protección ambiental. Consideradas las mencionadas potestades se halla el fundamento legal para estructurar la adopción de las tasas por uso de áreas de alta contaminación, como mecanismo eficiente para internalizar en algún grado las externalidades negativas asociadas al uso de vehículos automotores en aquellas zonas definidas.

De igual manera en desarrollo de los distintos componentes planteados a lo largo del Proyecto de Acuerdo conviene efectuar la distinción entre tasa
, considerada como género y peaje
 considerado como una especie de las tasas. Al respecto la H. Corte Constitucional ha planteado lo siguiente:

Las tasas se pueden definir como aquellos ingresos tributarios que se establecen en la ley o con fundamento en ella (origen ex lege), a través de los cuales el ciudadano contribuye a la recuperación total o parcial de los costos en que incurre el Estado, para asegurar la prestación de una actividad pública, la continuidad en un servicio de interés general o la utilización de bienes de dominio público. Por su propia naturaleza esta erogación económica se impone unilateralmente por el Estado a manera de retribución equitativa de un gasto público, que no obstante ser indispensable para el contribuyente, tan sólo se origina a partir de su solicitud. En este orden de ideas, se consideran tasas aquellos gravámenes que cumplan las siguientes características: (i) la prestación económica necesariamente tiene que originarse en una imposición legal; (ii) la misma nace como recuperación total o parcial de los costos que le representan al Estado, directa o indirectamente, prestar una actividad, un bien o servicio público; (iii) la retribución pagada por el contribuyente guarda relación directa con los beneficios derivados del bien o servicio ofrecido, así lo reconoce el artículo 338 Superior al disponer que: “La ley [puede] permitir que las autoridades fijen las tarifas de las [tasas] que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten”; (iv) los valores que se establezcan como obligación tributaria excluyen la utilidad que se deriva de la utilización de dicho bien o servicio; (v) aun cuando su pago resulta indispensable para garantizar el acceso a actividades de interés público o general, su reconocimiento tan sólo se torna obligatorio a partir de la solicitud del contribuyente, por lo que las tasas indefectiblemente se tornan forzosas a partir de una actuación directa y referida de manera inmediata al obligado; (vi) el pago, por regla general, es proporcional, pero en ciertos casos admite criterios distributivos, como por ejemplo, con las tarifas diferenciales.

Mientras que en el caso de los peajes al considerarse una especie de las tasas la H. Corte Constitucional manifestó lo siguiente:
El peaje consiste en la tasa o retribución que el usuario de una vía pública paga por su utilización, con el fin de garantizar la existencia y el adecuado mantenimiento, operación y desarrollo de una infraestructura vial que haga posible y eficiente el transporte terrestre.

 

En cuanto al peaje que recaudan los contratistas concesionarios  este tiene su origen en la celebración de contratos  de concesión,  cuyo objeto  según la Ley 80 de 1993 es  "la construcción, explotación o conservación total o parcial de una obra o bien destinados al servicio o uso público" y las actividades conexas necesarias para la adecuada prestación o funcionamiento de la obra o servicio, por cuenta y riesgo del contratista concesionario y bajo la vigilancia y control de la entidad concedente contratante" a cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, tarifas, tasas, valorización o en la participación que se le otorgue en la explotación del bien, o en suma periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier otra modalidad de contraprestación que las partes acuerden.

Considerado lo anterior es pertinente manifestar que no puede emplearse de manera indistinta los términos tasas y peajes, por cuanto no corresponde a los desarrollos efectuados por la jurisprudencia, pues como debidamente quedo argumentado, toda vez que se habla de un peaje se corresponde con una tasa pero a contrario senso cuando se habla de una tasa no necesariamente corresponde a un peaje, por cuanto sus finalidades son distintas.
3. CONSIDERACIONES
El proyecto presentado por la Administración Distrital, tiene por objeto adoptar la tasa por uso de áreas de alta congestión autorizada por el artículo 90 de la Ley 1450 de 2011 e instaurar su cobro dentro de la jurisdicción de Bogotá, con el propósito fundamental de desestimular el uso del vehículo particular.

No obstante, es fundamental precisar, que el uso del vehículo particular, no sólo impacta en la ocupación de las vías, generando los problemas ya conocidos de congestión y afectación en la velocidad de operación de los vehículos con su correspondiente impacto en la productividad de la ciudad, sino en la salud pública, por su aporte en gases contaminantes y material particulado, por lo que se considera que en el marco de la misma norma, se establezca la Tasa por uso en áreas de alta contaminación.

Se justifica la viabilidad del proyecto, considerando que el alcance no es fijar las áreas, sino habilitar la figura de cobro de la tasa por uso que reglamenta la ley, lo que se hace indispensable para continuar el trámite con el Ministerio de Transporte, tal como se señala en la norma, pues no tiene sentido que dicha entidad destine recursos para la evaluación y definición de áreas, si no ha sido adoptado por el Concejo Distrital y avlada su implementación.

Por otra parte, es oportuno, teniendo en cuenta, que la implementación no es inmediata, pues para la definición de áreas, deben terminarse los estudios de factibilidad, técnico, jurídicos y económicos, como soporte ante el Ministerio, en lo referente al trámite administrativo del proyecto.

No obstante, el proyecto tal como fue presentado por la Administración, podría denominarse como un “cheque en blanco”, pues no detalla forma alguna para la definición de áreas, ni límites de ninguna naturaleza, lo que hace etérea su implementación, razón por la cual, se propone una modificación al articulado, en el que se condiciona la implementación al cumplimiento de unos requisitos mínimos que le hagan viable.

Ahora bien, los problemas de movilidad y contaminación en las ciudades,  son de los más sentidos por los habitantes, los cuales  requieren de múltiples estrategias para reducir el impacto y aumentar la calidad de vida de la población.  

Para el caso de la presente ponencia, se hace un análisis independiente para las propuestas de Tasa por congestión y por otra parte, tasa por contaminación, que se adoptan mediante el acuerdo y que pueden eventualmente ser implementadas en la ciudad.

· TASA POR USO DE ÁREAS DE ALTA CONGESTIÓN VEHÍCULAR

La congestión vehicular asociada a la creciente tasa de motorización, baja oferta de infraestructura, ausencia de cultura de solidaridad y responsabilidad social, así como la insuficiente calidad y cobertura en la prestación del servicio público, son objeto de estudio permanente por parte del gobierno.

“Algunos “expertos” sugieren seguir atendiendo el círculo vicioso de la infraestructura vial: Más vías, más congestión, mayor efecto llamada por generación de oferta vial adicional.  El otro camino, más sensato, pero con un discurso menos vendedor, implica “priorización al transporte público”, un verdadero pacto por la movilidad que nos haga conscientes de las implicaciones de las decisiones individuales y una apuesta sostenible por menores consumos energéticos por pasajero movilizado. 
Este camino implica asumir el costo de decisiones individuales y asociar la movilidad como un servicio público, en el cual, cada vez que se gira la llave del encendido de un vehículo (de manera análoga a cuando se enciende la luz o se abre la llave del agua) se empiezan a pagar los verdaderos  costos de movilización por la ciudad, en términos de consumo energético, consumo de espacio, número de kilómetros recorridos  diariamente, emisión de partículas y generación de congestión al conjunto de la sociedad. Este sería el verdadero cambio.”

En 1968, el matemático alemán Dietrich Braess, aún vigente y demostrable dicha teoría es conocida como la Paradoja de Braess y consiste en demostrar la situación paradójica, en la que la construcción de una vía adicional (inversión de capital), llevaba a que, con la misma demanda de tráfico, los tiempos de viaje para todos los usuarios de la red aumentaran.
Según el estudio Destino Capital Movilidad Sostenible, adelantado por la Secretaria Distrital de Planeación de Bogotá, en 2009, existen multiples estrategias para promover la disminución del uso del vehículo, clasificadas en mayor costo o en mayor incomodidad para el usuario, entre otras estrategias empleadas 
· Mayor costo para el usuario

· El cobro por uso de la infraestructura, ya sea por tasa de uso por congestionar un área o como un peaje para el acceso a la ciudad o a un área en particular

· La sobretasa al combustible

· Tarifas diferenciales de estacionamiento respecto a zonas de congestión

· Cobros con base en distancias recorridas

· Mayor incomodidad para el usuario
· Asignación de prioridades para el uso de malla vial

· Carriles administrados con prioridad para vehículos con mayor ocupación

· Gestión de estacionamiento

· Restricciones de uso (ej. pico y placa)

Bogotá, no ha sido ajena a esta realidad, y ha implementado varias de las medidas, no obstante, según los resultados de los estudios elaborados por Steer Davies Glave, en Octubre de 2013, para la  estructuración técnica, financiera y legal del proyecto cobros por congestión para la ciudad de Bogotá. D.C., que hacen parte integral como anexo al proyecto presentado, las medidas de mayor efectividad en el mundo, se concentran 
en las que tienen mayor costo al usuario, lo que juega un papel fundamental al momento de tomar la decisión de uso o no del vehículo.

Por otra parte, “en los últimos años, de la mano del crecimiento económico, las ciudades colombianas han experimentado un aumento acelerado en su población de nuevos automóviles.  Esto ha venido acompañado por un crecimiento muy fuerte del número de motos en el país, sin embargo de acuerdo con la experiencia mundial de países de ingreso medio, parecería que este fenómeno apenas ahora comienza en Colombia y que la tasa de motorización (vehículos por habitante) seguirá creciendo de manera muy fuerte en las próximas décadas. Actualmente la motorización de Colombia es baja en comparación con países de desarrollo similar, menos de 7 carros y 5 motos  por cada cien habitantes”
 
Con base en información de la Secretaria Distrital de Movilidad, para Bogotá, ha habido un crecimiento ostensible en el parque automotor, tomando como referencia el año desde 2002 a la fecha, prácticamente se ha tripilicado la cantidad de vehículos , tal como se muestra en la figura.
Ilustración 1  Crecimiento parque automotor 2002-2013
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Fuente. SDM 2014

En un día normal en Bogotá, según cifras presentadas por la Secretaria Distrital de Movilidad, es tal la cantidad de vehículos particulares que se mueven en la ciudad, que  mientras en 1.552 articulados de Transmilenio se movilizan 1´800.000 personas, la misma población usa 1´550.860 vehículos particulares.

El numero de automóviles para Bogotá, crece mas rápidamente que la población. El índice de motorizacie  calculado por JICA en 1995 era de 88 vehiculos/1000 habitantes y para 2008 se calculo que en Bogotá el indice de motorizacion aumento a 144 vehículos/1000 habitantes, situación que se ve reflejada en la congestion vehicular en las horas pico, asociado tambien a que la construccion de la malla vial y el mantenimiento de la misma no va a la misma velocidad del incremento del parque automotor.
Entre 1985-2000 entraron 274,000 nuevos vehículos a Bogota, con un crecimiento del 81.7% para un periodo de 15 anos. Entre 1999 y 2008 la situacion fue mas alarmante con un ingreso de 496,000 vehiculos nuevos, (vehiculos matriculados en la ciudad) un 93% de crecimiento para un periodo de tan solo nueve anos. Esta cifra no incluye los vehiculos de la zona metropolitana ni vehiculos de placas de otra ciudad que circulan en Bogota, los cuales si fueron estimados en el inventario de fuentes m los c realizado para la formulacion del PDDAB. Asi mismo, no incluye el parque automotor de carga e intermunicipal que de otras ciudades del pais ingresan diariamente a Bogota. Cifras conservadoras podrían repercutir entre el 25 y el 30% del parque automotor adicional, lo que refleja un estimado superior a 1.3 millones de vehiculos en la ciudad.

El crecimiento del parque automotor en los ultimos 20 anos ha sido acelerado frente al crecimiento de la poblacion, tendencia que se acentua en la capital del pais. La tasa de motorizacion para el pais pasa de 41 a 116 vehiculos/ 1,000 habitantes, mientras en Bogota paso de 63 a 144 vehiculos/1,000 habitantes.

Para el caso del parque automotor de motos, segun estadisticas de la Secretaria Distrital de Movilidad, ingresaron entre 2004 y 2005 a Bogota en promedio 33,000 motos por ano, lo que implica una migracion a transporte privado mucho mas alta. En los ultimos tres anos, la cifra reportada da cuenta de mas de 100,000  motocicletas ingresando en promedio al parque de motocicletas de la ciudad.
Por lo anterior, se considera viable implementar una medida que propenda por un desestimulo al uso del vehículo particular.”

Ahora bien, partiendo de las conclusiones referidas en la exposición de motivos, para la implementación efectiva de la medida, se deben cumplir un mínimo de requisitos, particularmente en la calidad del transporte público tanto en calidad como en disponibilidad, en infraestructura, así como en políticas paralelas que contribuyan al logro del propósito.

Con base en la información disponible presentada por  la Administración en diferentes medios, a continuación se presenta un breve análisis de la situación actual de cada una de las estrategias mencionadas, que deben ser tenidas en cuenta para la implementación del cobro.
a. Transporte público 
Según el plan maestro de movilidad, el Sistema Integrado de Transporte Público (SITP) comprende las acciones para la articulación, vinculación y operación integrada de los diferentes modos de transporte público, las instituciones o entidades creadas para la planeación, la organización, el control del tráfico y el transporte público, así como la infraestructura requerida para la accesibilidad, circulación y el recaudo del sistema.

Hacen parte de sistema integrado de transporte público de Bogotá los iguientes componentes:

a. Transporte masivo.

b. Transporte público colectivo.

c. Transporte público individual.

Además lo complementan:

a. Red de intercambiadores modales.

b. Red de estacionamientos.

c. Red de peajes.

Con el fin de tener una línea base para la adopción de la tasa objeto del proyecto, se presenta la situación actual, con corte a Febrero de 2014, según cifras reportadas por las entidades distritales, considerando que los temas de Peajes urbanos, estacionamientos disuasorios, estacionamiento en vía, como acciones adicionales, se encuentran adelantadas por la administración de manera paralela, complementarias a lo dispuesto en la presente norma.

· Transporte másivo
· Rutas Urbanas

El estado de avance del sistema integrado de transporte, según lo reportado por Transmilenio, se encuentra en un 42% en implementación de rutas, 50% de la construcción de paraderos, 44% de los conductores vinculados, con un porcentaje total de avance de 52.6%, con situaciones adicionales que dificultan el uso efectivo por parte de la población, que desmotiva su uso, como es la dificultad en el uso y disponibilidad de las tarjetas, y en el uso del sistema que es novedoso para la comunidad, a la que aún falta sensibilizar, con una información confusa para su uso (mapas sin direcciones, ni puntos de referencia) .
Igualmente se encuentra rezagada la transición del servicio público colectivo al Sistema Integrado, con un 70% de ejecución a la fecha de corte.
Se han presentado conflictos contractuales por incumplimiento, con dos de las empresas concesionarias del servicio, por deficiencias en la disponibilidad de zonas de parqueo de flota, potenciales dificultades para el cierre financiero, obligando a la disminución en las frecuencias por fallas en la disponibilidad de flota.
No se han adquirido los predios para los patios de los buses del sistema integrado de transporte, lo que implica variaciones permanentes en los puntos de origen y destino, con directo impacto en la calidad del servicio, desmotivando su uso, pese a que existe un estudio de identificación de alrededor de 96 predios habilitados, no se ha definido a cargo de quien se compren los predios, y mientras tanto, la Secretaria Distrital del Hábitat, los incluye en el listado de predios sujetos a subasta por no urbanizarse.
Ilustración 2 Oferta de rutas SITP a Febrero 2014
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Fuente. Transmilenio 2014
· Sistema masivo de transporte Transmilenio
Se encuentra colapsado, con sobreocupación de la infraestructura y de la flota, con situaciones de hacinamiento llegando a niveles de emergencia.
La demanda del transporte público, ha crecido en un 600% desde el año 2000, pasando de 116.000.000 a 600.000.000 viajes/día, mientras que la infraestructura se encuentra construida en un 28%, respecto a lo progamado en el CONPES 3093 de 2000, en el que se estimaba terminar las cuatro fases, en el año 2016.  
Afectada gravemente por el rezago acumulativo desde hace por lo menos diez años, la situación de Transmilenio es penosa y no se visibilizan mejoras sustanciales en el corto plazo.
El cumplimiento de las metas del plan de desarrollo, es desalentador, pues aunque, a la fecha se ha avanzado en estudios y en la definición de la fuente de financiación para la intervención de la Avenida Boyacá, se estima que las obras pueden durar alrededor de 2 o 3 años, adicionalmente, el módelo planteado ha tenido varios detractores, pues no involucra el mejoramiento del espacio público, ni existen alternativa de movilidad para la carga, lo que puede dilatar el tiempo en la construcción efectiva de la vía.
La Avenida 68, no cuenta con recursos, por lo que no reporta ningún avance, al igual que la troncal Avenida Caracas y Autopista Norte, y pese a las precarias condiciones descritas, entró en operación el sistema en Soacha, agudizando la ya crítica condición del sistema que está al borde del colapso.
· Metro
Si bien, durante la administración Bogotá Humana, en cabeza del Alcalde Gustavo Petro, hubo un avance significativo respecto a la elaboración de estudios de detalle de ingeniería que permitirán tener certeza en las cifras de ejecución de la obra, el Metro, sigue siendo un sueño, pues, la no continuidad de las políticas públicas distritales y nacionales, sujetas a la convicción del gobernante de turno, han dilatado su construcción, por décadas, lo que deja en un futuro incierto esta obra, que se considera según expertos estudiosos de la materia y según los resultados de los cinco megaestudios adelantados en administraciones anteriores, como indispensable para mejorar la movilidad de la ciudad.
· Cable aéreo

El plan de desarrollo de Gustavo Petro, Bogotá Humana, consideró la necesidad de construir los metrocables en el sur de la ciudad, lo cual tuvo buena aceptación en el Concejo, sin embargo, el proyecto aún se encuentra en etapa de factibilidad y se tiene previsto, en el cronograma, que entre en operación hacia 2017.
· Líneas férreas

El proyecto de tren ligero y/o tranvía, se encuentra en estudios de prefactibilidad, de lo cual se infiere que para su implementación puede preverse una demora de tres o cuatro años, en tanto se acuerdan las formas de prestación, se rehabilitan las vías y se compra y pone en operación el material rodante.  El proyecto no cuenta con recursos asignados  ni reporta avance alguno en la meta.
b. Infraestructura Vial

La ciudad está rezagada en la construcción de la infraestructura vial planificada desde el Acuerdo 2 de 1980, en la zona sur y suroccidente, hasta en un 80%,  en la zona central y norte, algunas vías no cuentan aún con la sección transversal con la que fueron diseñadas, y muchas de ellas están construidas intermitentemente, lo que impacta de manera directa, la fluidez en el tránsito vehicular, tal como se puede apreciar en la Ilustración 1 Malla vial construida en la ciudad a 2012.
Cabe resaltar que en términos demográficos según la información del Censo 1985, la población de Bogotá , para la época en que se planeó la malla vial de la ciudad, había en Bogotá 4.225.649, para 2020 el DANE estima que la población ascienda a 11´000.000 de personas, con alrededor de 8’363.671 habitantes residentes en Bogotá, sumados a la población flotante que está alrededor de 3 millones de personas más, es decir alrededor de 3 veces.
El mayor desarrollo de vías arteriales se dio en la década de los 90, tiempo desde el cual ha menguado considerablemente la construcción de vías, no se han contemplado obras de ampliación de infraestructura en las áreas donde se concentra el flujo vehicular, particularmente la adecuación de puentes vehiculares que poseen secciones inferiores en uno  o dos carriles a la sección de diseño de la vía, como es el caso de la Avenida Américas, entre otros ejemplos o la construcción de nuevos puentes, tanto vehiculares como peatonales, que permitan eliminar los cruces a nivel y la semaforización.
Ilustración 1 Malla vial construida en la ciudad a 2012
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Fuente. IDU 2012
A continuación se relaciona, la fase en que se encuentran las obras referenciadas en la exposición de motivos:
· Ampliación Caracas (Molinos - Portal Usme) Long: 2,8 Km, se encuentra en etapa de estudios y diseños para iniciar la construcción finalizando el 2014
· Extensión Caracas (Portal Usme- Yomasa) Long: 3,5 Km  
Se encuentra finalizando la etapa de factibilidad e inicia la gestión predial, prevista hasta el segundo semestre de 2015.
· Troncal Américas (Puente Aranda - NQS) Long: 3,5 Km
Se encuentra finalizando la etapa de factibilidad e inicia la gestión predial, prevista hasta el segundo semestre de 2015.
· Troncal Av. Villavicencio (Portal Tunal - NQS) Long: 4,5 Km  
Se encuentra en etapa de estudios y diseños, se tiene previsto iniciar construcción en Enero de 2015
· Ampliación portal Tunal
Se encuentra finalizando la etapa de factibilidad e inicia la gestión predial, prevista hasta el segundo semestre de 2015.
· Ampliación estaciones Fase I
Se encuentra finalizando la etapa de factibilidad e inicia la gestión predial, prevista hasta el segundo semestre de 2015.
· Extensión Troncal 80 (Portal 80 - Limite Distrito) Long: 3,5 Km
Se encuentra finalizando la etapa de factibilidad e inicia la gestión predial, prevista hasta el segundo semestre de 2015.
· Ampliación Portal Norte – no se encuentra incluida en el listado de infraestructura a intervenir con cupo de endeudamiento
c. Ciclorrutas, ciclovías y cicloparqueaderos

Respecto a la infraestructura para medios alternativos de transporte, según cifras reportadas por la Secretaria Distrital de Movilidad, Bogotá cuenta con aproximadamente 376 Km de ciclorrutas, desagregado en diversos tipos conforme a su localización, sobre anden, sobre separadores viales, rondas hidráulicas o conexas a las calzadas.  En la Ilustración 1 Mapa sistema de ciclo rutas 2014, se visualiza la cobertura de ciclorrutas.
Si bien, la red de ciclorrutas, ha crecido considerablemente en la última década, no sucede igual con los cicloparqueaderos, el sistema integrado de transporte, cuenta sólo con 2188 cupos para bicicletas, en las principales estaciones y portales, no se reportan parqueaderos públicos seguros ajenos al sistema.
Según aforos adelantados en puntos estratégicos, por parte de la Secretaria de Movilidad, se realizan diariamente alrededor de 40.218 viajes en bicicleta, con tendencia creciente, en el período entre  2005 y 2011, hubo un incremento de viajes del 57% según la Encuesta de Movilidad, no obstante, la falta de costumbre, las distancias y la incipiente articulación con el sistema de transporte, limitan el uso de la bicicleta de forma masiva.
Ilustración 1 Mapa sistema de ciclo rutas 2014
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Fuente: Secretaria de Movilidad 2014
Por otra parte, la regulación de bicitaxis, aún no ha sido posible, debido a que la Ley 769 de 2002, por la cual se expide el Código nacional de tránsito terrestre, no se encuentran definidos como vehículos automores, lo que hace que el servicio se preste de manera informal y sea sujeto de restricción por parte de las autoridades.
Según el informe de SEGPLAN de Secretaria Distrital de Planeación, a Diciembre de 2013m, las metas relacionadas con infraestructura para las bicicletas, se encuentran reportadas sin ejecución, referentes a conservación de la red,  construcción de ciclopuentes y cicloparqueaderos, a excepción de la implementación del sistema de bicicletas públicas y las campañas de promoción, especialmente lideradas por IDRD en el marco de las ciclovías, que han tenido mayor evolución.
d. Red de estacionamientos disuasorios

Según el SEGPLAN presentado por Secretaría de Planeación, a Diciembre de 2013, se tenía prevista la construcción de, 3 parqueaderos, de los cuales no se ha iniciado ninguno, ni se registra inversión.
Referente a los parqueaderos privados, que se integren, según lo expuesto por la administración, “la ciudad realizó estudios de detalle y cuenta con un Plan de Ordenamiento de Estacionamientos – Estrategia técnica, legal y financiera para la implementación de la red de estacionamiento en vía y fuera de vía, y en el año 2012 se hicieron esfuerzos para entregar a través de contratos de concesión la operación de 5 zonas de estacionamiento en vía que sumaban 3.270 cupos para vehículos y 552 cupos para motocicletas, las cuales se definieron inicialmente como:
Calle 72 – Calle 100
Usaquén
Chapinero
Centro Histórico – Internacional
Restrepo – Santander”
e. Redes Ambientales Peatonales Seguras (RAPS)
Una de las apuestas de mayor impacto, respecto a la movilidad sostenible, es la de adecuar RAPS, no obstante, la meta ni siquiera concibe cifras de ejecución y menos aún, recursos para la inversión.  
Los proyectos de RAPS denominados Rincón, Nieves, Teusaquillo, Kennedy Central, Restrepo, Carvajal Tintal y CAD Fase II, , que se llevaran a cabo por cupo de endeudamiento, se encuentran en etapa de factibilidad e inicio de estudios y diseños, iniciando su puesta en marcha progresivamente finalizando el  segundo semestre de 2015, según el cronograma de ejecución reportado por el IDU.
f. Zonas amarillas y operación de taxis
Según el Censo de 2008, hay en Bogotá 50.539 vehículos de servicio público individual registrados, cifra  que incluye los activos e inactivos, adicionalmente, según información de la Secretaria de Movilidad, existen 1788 taxis urbanos sin censar, lo que implicaría un aumento de 979 vehículos, respecto a los entregados por la Concesión de trámite, del año 1993, fecha en la que se congeló el registro de nuevos taxis, para un total estimado de 52.327.

La implementación de zonas amarillas, tiene por fin, evitar que los taxis circulen sin pasajero, generando ocupación en las vías.

A finales de 2012, según información de la Secretaria de Movilidad
, se habían establecido 6 zonas amarillas nocturnas con una capacidad de 86 cupos y 49 diurnas, con capacidad de 229 cupos, aproximadamente el 0.4% de la cantidad de taxis que circulan en la ciudad, matriculados en Bogotá.
Según lo expuesto, los resultados por parte de la Administración, por avanzar en los temas expuestos, que contribuyan a la movilidad, no se compadecen con las medidas a cargo de los usuarios, que se han establecido con el fin de desmotivar el uso del vehículo tales como el pico y placa, la sobretasa a la gasolina, el alza de los parqueaderos situados en los lugares de mayor congestión, la disminución de parqueaderos disponibles en centros comerciales, el pago de impuesto de rodamiento.
· TASA POR USO DE ÁREAS DE ALTA CONTAMINACIÓN
La tasa por uso de áreas de alta contaminación, que se propone incluir, se refiere, no específicamente a la emisión de partículas contaminantes, sino al tránsito por zonas contaminadas, como medida preventiva, en la que si se restringe o se desestimula el ingreso a dichas zonas, se minimiza el aporte de material particulado y gases contaminantes, que presentan condiciones nócivas en la calidad de aire.
La Constitución Política de 1991, establece en su artículo 79 que todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano, y que es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente y fomentar la educación para el logro de estos fines.

Por otra parte, el Decreto-Ley 2811 de diciembre 18 de 1974, por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, en su artículo 8, indica que "Se consideran factores que deterioran el ambiente, entre otros: a.- La contaminación del aire, entendiendo por contaminación la alteración del ambiente con sustancias o formas de energía puestas en él, por actividad humana o de la naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles capaces de interferir el bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la fauna, degradar la calidad del ambiente o de los recursos de la nación o de los particulares y por contaminante cualquier elemento, combinación de elementos, o forma de energía que actual o potencialmente puede producir alteración ambiental de las precedentemente escritas. La contaminación puede ser física, química, o biológica".

De igual manera, en el artículo 75 del mismo Código indica que para prevenir la contaminación atmosférica se dictarán disposiciones concernientes, entre otros aspectos, a la calidad que debe tener el aire, como elemento indispensable para la salud humana, animal o vegetal; los métodos más apropiados para impedir y combatir la contaminación atmosférica; restricciones o prohibiciones a la circulación de vehículos y otros medios de transporte que alteren la protección ambiental, en lo relacionado con el control de gases, ruidos y otros factores contaminantes; la circulación de vehículos en lugares donde los efectos de contaminación sean más apreciables; el empleo de métodos adecuados para reducir las emisiones a niveles permisibles.

Datos recientes de la Organización Mundial de la Salud, en las Guías de calidad del aire de la OMS relativas al material particulado, el ozono, el dióxido de nitrógeno y el dióxido de azufre de 2006, advierten que “la carga de enfermedad debida a la contaminación del aire, son más de dos millones las muertes prematuras que se pueden atribuir cada año a los efectos de la contaminación del aire en espacios abiertos urbanos y en espacios cerrados (producida por la quema de combustibles sólidos). Más de la mitad de esta carga de enfermedad recae en las poblaciones de los países en desarrollo”
Adicionalmente, en el Plan Decenal de Descontaminación del Aire para Bogotá (PDDAB) se definieron las medidas y las acciones a ejecutar hasta el año 2020, con la meta de mejorar la calidad del aire y disminuir las afectaciones a la salud pública; reduciendo en un 60% de las emisiones de material particulado registradas en el inventario para el año 2008, así como, mantener bajos los niveles de los demás contaminantes criterio dióxido de azufre (SO2), dióxido de nitrógeno (NO2), monóxido de carbono (CO) y ozono (O3).
De manera específica, el documento “Elementos técnicos del PDDAB” en su Parte B “Inventario de emisiones provenientes de fuentes móviles”, arrojó como resultado que “las fuentes vehiculares en Bogotá emiten anualmente a la atmósfera más de 4.800.000 toneladas de dióxido de carbono; 450.000 toneladas de monóxido de carbono; 30.000 toneladas de óxidos de nitrógeno; 60.000 toneladas de hidrocarburos y 1.100 toneladas de material particulado fino”, dichas fuentes están integradas por los “más de 1,2 millones de vehículos; incluyendo automotores de uso privado, motocicletas, taxis, vehículos de carga y vehículos de servicio de transporte público” que circulan en Bogotá.

Estos datos se obtuvieron a partir del “tamaño y distribución de la flota vehicular de la ciudad así como de sus niveles de actividad (km/ año), y con el fin de estimar los factores de emisión de los vehículos se llevó a cabo más de 200 experimentos de mediciones directas de emisiones, utilizando técnicas en tiempo real y bajo condiciones reales de operación de los vehículos”.
A 2008, “la flota de la ciudad se encuentra dominada por vehículos de uso privado proveídos de  motores que se alimentan con gasolina. Dos de cada tres vehículos que circulan por la ciudad cumplen con estas condiciones. Es igualmente interesante notar que son más numerosos los vehículos que operan con GNV (correspondiendo al 7% del total de la flota) que aquellos que hacen lo propio con ACPM (5% de la flota)”.
A continuación se presenta el inventario de emisiones por fuentes móviles para Bogotá:
Tabla 1. Emisiones de los vehículos de carga liviana de Bogotá (Ton/año).
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VP = Vehiculo de pasajeros; Gasolina; TWC; < 1,400 cc. VP2 = Vehiculo de pasajeros; Gasolina; TWC; > 1,400 cc. VP3 = Vehiculo de pasajeros;

: No TWC; = 1,400 cc. VP4 = Vahiculo de pasajeros; Gasolina; No TWG; > 1,400 cc. CC1 = Camparo o camioneta; Gasolina; TWC.
€C2 = Campero o camioneta; Gasolina; No TWG; < 2500 c. CC3 = Campero o camionata; Gasolina; No TWC; = 2,500 cc. CC4 = Campero o
camioneta, GNV: T1 = Taxi; Gasolina. T2 = Taxi; GNV.





Fuente: “Elementos técnicos del PDDAB” en su Parte B “Inventario de emisiones provenientes de fuentes móviles”
Tabla 2. Emisiones de los vehículos de carga pesada de Bogotá
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Fuente: “Elementos técnicos del PDDAB” en su Parte B “Inventario de emisiones provenientes de fuentes móviles”
“Los contaminantes climáticos de vida corta como el carbón negro causan efectos negativos sobre la calidad del aire y el cambio climático, por lo que autoridades locales de las ciudades más importantes de América Latina están asumiendo el desafío de diseñar, adoptar y aplicar estrategias para mejorar el acceso a sistemas de transporte sostenible.

Para la Cooperación Suiza COSUDE, invertir en proyectos con doble propósito como este, significa no sólo invertir en la lucha contra el cambio climático, sino también en el desarrollo que se verá reflejado en beneficios locales para los más pobres en ciudades con economías emergentes y en constante crecimiento poblacional”
.

“Según estudios de la Universidad Nacional, descontaminar aire de Bogotá, evitaría 21.000 muertos en adultos.   Tras analizar 109 monografías y 1.000 artículos científicos en los cinco continentes, la Agencia Internacional para la Investigación del Cáncer (iarc, por sus siglas en inglés) determinó que las partículas presentes en el aire, el llamado PM10 (polvo,  cenizas, hollín, cementos y metales menores a 10 micrómetros) y los gases sucios del transporte sí producen la letal enfermedad. 

Aunque ya se sabía que este diminuto material aumenta los riesgos para una amplia gama de dolencias respiratorias y del corazón, los estudios indicaron que también se incrementaron los casos de cáncer debido a los creceintes niveles de exposición en algunas partes del mundo, especialmente en países de rápida industrialización con grandes poblaciones.

Por ejemplo, en el 2010 se registraron 223 mil muertes por cáncer de pulmón en el mundo, como resultado de la contaminación del aire. 

En el ámbito local 
Colombia no es ajena a esta situación. Bogotá es la sexta ciudad con más PM10 de América Latina. Precisamente, uno de los principales retos del Plan Decenal de Descontaminación del Aire de la capital, para el período 2010-2020, es reducir la emisión de partículas hacia los estándares aceptados por la norma colombiana, que es de 50 microgramos por metro cúbico anual (µg/m3).

Sin embargo, la actual metodología podría estar subestimando el impacto real del fenómeno, debido a que se toma a Bogotá como un todo y no se discrimina por zonas para establecer cuáles son las más vulnerables.

Para resolver este problema, Edison Yesid Ortiz, ingeniero químico de la Universidad Nacional de Colombia, modificó las mediciones que se aplican en Bogotá, retomando el trabajo previo realizado por el ingeniero Juan José Castillo de la Universidad de los Andes, que sirvió como base para establecer el citado Plan Decenal.

El objetivo era determinar cómo se favorecerían cada uno de los sectores del Distrito Capital si se disminuye la contaminación atmosférica. Para ello, analizó tanto las Unidades de Planeamiento Zonal (UPZ), subdivisión urbana que reúne varios barrios en Bogotá, y las localidades.

Según Ortiz, aunque en la capital las concentraciones de PM10 no han aumentado ni disminuido notablemente en los últimos años, sí existen lugares donde se exceden con frecuencia los límites permisibles establecidos por la legislación. De todas formas, en la mayor parte de la ciudad los niveles están por encima de lo recomendado por la Organización Mundial de la Salud. 

Cifras más reales 
Las estimaciones realizadas para el plan decenal concluyeron que si se cumpliera con la norma de mantener las emisiones de PM10 en 50 µg/m3, en una década se reducirían unas 13.000 muertes en mayores de 30 años. No obstante, la metodología aplicada por Ortiz, que se enfocó en estudios zonales, demostró que podrían evitarse 21.000 muertes en este mismo rango de edad.

En términos económicos, se obtendrían beneficios aproximadamente de 180 mil millones de pesos en los costos de enfermedad y más de 21,5 billones de pesos en mortalidad. Esto es cinco billones de pesos más que lo estimado por el Plan Decenal (alrededor de 16 billones).

Adicionalmente, se reducirían 12.000 hospitalizaciones por causas respiratorias en menores de 5 años, 900 muertes en menores de un año, 3.800 atenciones en salas de urgencias, 34.000 pacientes con Enfermedad Respiratoria Aguda (ERA) y 2.500 visitas a las unidades de cuidados intensivos. 

Más vida 
Para establecer los beneficios de la descontaminación por cada upz y cada localidad, el investigador analizó, desde el 2010 y cada hora, once estaciones de la red de monitoreo de calidad de aire de Bogotá. Así calculó la concentración de partículas de PM10 a nivel del suelo (niveles de inmisión) y trazó una línea temporal para la comparación.   

El cálculo consiste en hacer una proyección hasta el 2020, en la que los niveles de PM10 decrezcan, año tras año, y se ajusten a la norma de 50 µg/m3 promedio anual. A su vez, Ortiz explica que para caracterizar la población afectada empleó la distribución de población de la ciudad por UPZ y por género, de 2005 a 2015, disponible en la base de datos de la Secretaría Distrital de Planeación.

Adicionalmente, tomó información del DANE para calcular las fracciones por grupos de edad para el año 2015, proporción que no variaría en el tiempo hasta el 2020, según las tendencias demográficas de la ciudad.

La localidad más beneficiada con la reducción de PM10 sería Kennedy, pues se evitarían 4.700 muertes y se obtendría un ahorro de 4,6 billones de pesos. Una tendencia similar se observa en otras localidades (véase tabla Sectores más beneficiados).

El principal aporte de la metodología del ingeniero de la UN radica en que no se toma a Bogotá como una “caja”, donde todos respiran el mismo aire, sino que se analizan los datos de cada UPZ. Así se asigna a cada sector unos niveles de contaminación anual que son comparados con los mapas generados en los informes anuales de la Secretaría Distrital de Ambiente.

También se tuvo en cuenta la tasa de mortalidad por localidad y la población por grupo de edad en las UPZ. En cuanto a los datos epidemiológicos, se manejó un promedio para toda la ciudad, ya que la información, en su momento, no fue fácil de adquirir en forma desagregada.

Para afinar los resultados, hace falta mejorar la calidad de los datos que aportan los entes oficiales, por ejemplo, un censo actualizado, seccionar más la información y elaborar modelos de calidad de aire que representen mejor la distribución espacial de la contaminación en la ciudad, entre otros.

El estudio de la UN se constituye en una herramienta que dimensiona los beneficios que en la salud de la población tendría mejorar la calidad del aire.” . 
, 

4. COMPETENCIA DEL CONCEJO
Corresponde a los Concejos la imposición de tributos locales, incluyendo tasas y contribuciones, así como la delegación en el Alcalde Mayor de la fijación de la tarifa para el caso de las tasas y contribuciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 338 de la Constitución Política, que señala:
“Artículo 338º.- En tiempos de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos.
La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fije la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos.
Las leyes, ordenanzas o acuerdo que regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley.”
Así mismo, el artículo 313 del Constitución Política incluye dentro de las funciones del Concejo la determinación de la estructura de la administración municipal, en los siguientes términos:
“Artículo 313.- Corresponde a los Concejos:
(…)
6. Determinar la estructura de la administración municipal y las funciones de sus dependencias; las escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos; crear, a iniciativa del alcalde, establecimientos públicos y empresas industriales o comerciales y autorizar la constitución de sociedades de economía mixta.
(…)”
Además para el caso específico de Bogotá, el artículo 322 de la Constitución Política de Colombia establece que el Distrito Capital tendrá un régimen especial y corresponderá a sus autoridades garantizar el desarrollo armónico e integrado de la ciudad y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 
En desarrollo de este mandato constitucional, se expidió el Decreto 1421 de 1993, en el cual se establecen las siguientes disposiciones, con en relación a las competencias de dichas autoridades distritales, frente al tema que nos ocupa: 
ARTICULO 12. ATRIBUCIONES. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y la ley: 
1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 
2. Adoptar el Plan General de Desarrollo Económico y Social y de Obras Públicas. El plan de inversiones, que hace parte del Plan General de Desarrollo, contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos y la determinación de los recursos financieros requeridos para su ejecución. 
3. Establecer, reformar o eliminar tributos, contribuciones, impuestos y sobretasas: ordenar exenciones tributarias y establecer sistemas de retención y anticipos con el fin de garantizar el efectivo recaudo de aquéllos. 
4. Dictar las normas orgánicas del presupuesto y expedir anualmente el presupuesto de rentas y gastos. 
5. Adoptar el Plan General de Ordenamiento Físico del territorio, el cual incluirá entre otras materias, la reglamentación de los usos del suelo y el desarrollo físico en las áreas urbanas y rurales. Con tal fin, dictará las normas que demanden los procesos de urbanización y parcelación, la construcción de vías y el equipamiento urbano. (…) 
8. Determinar la estructura general de la Administración Central, las funciones básicas de sus entidades y adoptar las escalas de remuneración de las distintas categorías de empleos. 
9. Crear, suprimir y fusionar establecimientos públicos y empresas industriales y comerciales y autorizar la constitución de sociedades de economía mixta y la participación del Distrito en otras entidades de carácter asociativo, de acuerdo con las normas que definan sus características. 
10. Dictar las normas que garanticen la descentralización, la desconcentración y la participación y veeduría ciudadanas. 
11. Revestir pro tempore al alcalde mayor de precisas facultades para el ejercicio de funciones que corresponden al Concejo. El alcalde le informará sobre el uso que haga de las facultades al término de su vencimiento. (…) 
19. Dictar normas de tránsito y transporte. 
20. Crear los empleos necesarios para su funcionamiento. 
21. Expedir las normas que autorice la ley para regular las relaciones del Distrito con sus servidores, especialmente las de Carrera Administrativa. (…)
“ARTÍCULO.- 13. Iniciativa. (…) Sólo podrán ser dictados o reformados a iniciativa del alcalde los acuerdos a que se refieren los ordinales 2o., 3o., 4o., 5o., 8o., 9o., 14, 16, 17 y 21 del artículo anterior. Igualmente, sólo podrán ser dictados o reformados a iniciativa del alcalde los acuerdos que decreten inversiones, ordenen servicios a cargo del Distrito, autoricen enajenar sus bienes y dispongan exenciones tributarias o cedan sus rentas. El Concejo podrá introducir modificaciones a los proyectos presentados por el Alcalde.”
De conformidad con la normativa expuesta, el Concejo de Bogotá es competente para (i) el establecimiento  de la Tasa por Uso de Áreas de Alta Congestión o de Alta Contaminación en el Distrito Capital, teniendo en cuenta que  dicha tasa fue creada por el artículo 40 de la Ley 1450 de 2011; (ii) facultar al Alcalde Mayor para fijar la tarifa de la tasa, soportado en los respectivos estudios técnicos; (iii) incluir dentro de las funciones de la Secretaría Distrital de Movilidad la facultad para instrumentalizar el recaudo, que hará la Secretaría de Hacienda Distrital, de la Tasa por Uso de Áreas de Alta Congestión o de Alta Contaminación; a iniciativa del Alcalde Mayor.
5. IMPACTO FISCAL
El análisis del impacto fiscal de la iniciativa se desarrolló con base en la revisión de la exposición de motivos del proyecto de acuerdo radicado por la Administración Distrital, el estudio de la UT Steer Davis Gleabe - Pozze Herrera – Akiris y del concepto elaborado por la Universidad de Los Andes a la propuesta de estructuración financiera de la consultoría. 

a. Supuesto del que parte el Proyecto de Acuerdo radicado:

Según lo plantea el proyecto radicado, de acuerdo con los análisis realizados en las zonas que han sido consideradas como opciones y la alternativa que se ha estudiado en mayor profundidad, la puesta en marcha y el funcionamiento del proyecto “… se puede efectuar con el recaudo esperado del cobro por congestión, toda vez que la implementación y puesta en funcionamiento de dichas tasas deberán mantener el principio de autosostenibilidad,  de tal manera que  tanto el ingreso, como el gasto sean incorporados al presupuesto distrital, sin que se genere un impacto adicional en el Marco Fiscal de Mediano Plazo.

Y añade, “en este sentido cualquier costo que no esté cubierto con los pagos de los sujetos pasivos por concepto de la tasa por uso de áreas de alta cogestión serán financiadas con cargo al presupuesto asignado al Sector de Movilidad.”
Además, señala que el sistema se implantará mediante la vinculación de un tercero experto en integración de tecnología (Público o privado). La inversión en la plataforma tecnológica, campañas y demás requerimientos para la puesta en marcha estará a cargo del contratista quien será remunerado en función del servicio prestado y el cumplimiento de niveles de servicio.
b. Elaboración de los estudios, diseños y estructuración financiera del Proyecto Cobros por Congestión para la Ciudad de Bogotá. D.C. – UNIÓN TEMPORAL SDG - PHR - AKIRIS

Según los documentos de soporte del proyecto de acuerdo que se encuentran para consulta en la red del Concejo de Bogotá, el análisis de estructura financiera presentada por la consultoría, aún no ha sido aprobado por la Secretaría de Movilidad. Sin embargo, contiene información suficiente para proyectar la sostenibilidad y viabilidad financiera de la tasa por congestión.

Según lo plantea, la estructura del modelo financiero del sistema, se divide en nueve (9) componentes que tienen costos diferentes según el momento de la ejecución de la iniciativa, tal y como se presenta en la siguiente tabla:
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Tal y como lo plantea el estudio, los componentes que más participación tienen dentro del proyecto son: detección con el 73% de las inversiones del proyecto y  procesamiento central con el 11%. 
La inversión requerida por el componente de detección está representada por los equipos necesarios para la detección de los vehículos en la zona, así como la infraestructura física para sostener los equipos. Esta inversión se ve multiplicada por la cantidad de puntos de detección (PDD) que se requieren en la zona. Estos puntos están conformados por:

· Infraestructura tecnológica y civil para realizar la detección e identificación de vehículos. 
· Dispositivos a instalar en los vehículos para la identificación en los PDD, en el caso de uso de antenas (TAGS pasivos). 
La inversión requerida por el componente de procesamiento central está fundamentalmente representada por el aplicativo (software) que se adquiere o diseña para controlar el funcionamiento del sistema y el hardware requerido para almacenar los datos y soportar el aplicativo. El equipo concentra la actividad de todos los PDD y genera la información requerida para rastrear el pago de los vehículos detectados en la zona de cobro. 

Se estima que los ingresos del sistema podrían ubicarse entre los $200 y $400 mil millones de pesos anuales, dependiendo del esquema particular de implementación y exenciones aprobado para el distrito. 

En la proyección de los estados financieros proyectados a 20 años, establecen que el esquema planteado es financieramente viable para el distrito. Se evidencia que para la implementación del sistema se requieren invertir recursos en el escenario base por un monto estimado de $73.400 millones. El monto de la inversión base se recupera durante el primer año de operación del sistema y por tanto no se contempla la necesidad de deuda de largo plazo para financiar el proyecto. 

La consultoría recomienda:

“Tomando en cuenta que los recursos destinados al proyecto se constituyen en una inversión con retorno en el corto plazo se considera que el mecanismo de financiación más idóneo es a partir de una asignación presupuestal del distrito, lo que optimiza el uso de los recursos del estado, al no generar gastos por concepto de intereses asumiendo deuda con el sistema financiero.” 

El modelo contempló una inversión inicial en elementos externos al sistema, pero que pueden redundar en la mejor aceptación del sistema y en una mejora de las condiciones de movilidad de la ciudad. El modelo también muestra que hay holgura para disponer por recursos para inversiones adicionales hasta por $100 mil millones que se recuperan con el flujo de caja generado por el sistema en los primeros 2 años. 

La consultoría afirma que se tiene la capacidad de generación de caja del negocio, incluso en un cálculo conservador que asume una disminución de la circulación de carros (y por tanto el ingreso) a partir del segundo año. La estructuración del proyecto señala que no es necesario acudir a endeudamiento de largo plazo. 
c. Seguimiento técnico a los estudios, diseños y estructuración técnica, financiera y legal del proyecto cobros por congestión para la ciudad de Bogotá D.C. Concepto sobre la estructuración financiera - Universidad de los Andes

En el concepto elaborado por la Universidad de Los Andes a la estructuración financiera de la propuesta, se afirma que la aplicación de herramientas económicas que aumenten los costos del uso del vehículo privado ya se han aplicado en otros países, entre los cuales se encuentran políticas de estacionamiento, incremento en el costo de insumos como la gasolina y más recientemente cobros encaminados a internalizar los costos de congestión y contaminación.
Frente al estudio realizado por la Unión Temporal SDG - PHR – AKIRIS, la Universidad de los Andes destaca los siguientes aspectos:
· Los supuestos de ingresos son muy optimistas.
· El análisis de viabilidad financiera es superficial y equivocado. Los costos del proyecto equivalen a cerca del 50% del presupuesto de sector movilidad (un poco más de un billón de pesos). Se requiere evaluar opciones de financiación e incluir los costos financieros asociados.
· En el estudio financiero no se plantea un esquema claro de excepciones para residentes en la zona, ni se determina cómo se cobra a la carga y taxis. Se requiere de un esquema preciso y detallado para el análisis de ingresos.

Observaciones de la ponencia:

Con base en lo planteado, se destacan los siguientes elementos:

· La exposición de motivos del proyecto de acuerdo no incorpora ningún elemento elaborado por las Consultorías contratadas en el punto de análisis financiero, lo cual dificulta el análisis del impacto fiscal. Si se toma el resultado de la consultoría de la unión temporal, el proyecto tiene sostenibilidad financiera a partir del recaudo y requiere de unas inversiones iniciales que ascienden a $73.000 millones. Pero, según los comentarios técnicos de la Universidad de Los Andes, el análisis financiero requiere ser ajustado con base en la definición de la estrategia de implementación del sistema. 

· Sin embargo, por ser el estudio de soporte, se toman las conclusiones de la consultoría elaborada en la cual se afirma que en el cálculo de los estados financieros proyectados a 20 años, el esquema planteado es financieramente viable para el distrito. Su implementación requiere invertir un monto estimado de $73.400 millones, el cual se recupera durante el primer año de operación del sistema y por tanto no se contempla la necesidad de deuda de largo plazo para financiar el proyecto. Sin embargo, el documento no señala la fuente de financiación con que la Secretaría de Movilidad garantizará los recursos de ésta inversión inicial.
· El estudio de consultoría estima que los ingresos del sistema podrían ubicarse entre los $200 y $400 mil millones de pesos anuales, dependiendo del esquema particular de implementación y exenciones aprobado para el distrito. En todo caso, la sostenibilidad financiera del proyecto está determinado en gran medida, por la definición de la alternativa de implementación del sistema: esquema de concesión, desarrollo directo del Proyecto, subcontratación, esquema público, esquema mixto, contrato llave en mano, contrato por prestación de servicios. La puesta en marcha de la tasa deberá determinar previamente este esquema.

Por lo anteriormente planteado se concluye que, según los estudios técnicos de la consultoría, la ejecución del proyecto se logra principalmente a través del recaudo de la tasa de congestión. Solo se requeriría que la administración definiera las fuentes de financiación de la inversión inicial establecida en el mismo estudio, la cual asciende a $73.000 millones y la cual haría parte del presupuesto asignado al Sector de Movilidad.

Según lo plantea el proyecto de acuerdo, la implementación y puesta en funcionamiento de dichas tasas deberán mantener el principio de autosostenibilidad  de tal manera que, tanto el ingreso, como el gasto, sean incorporados al presupuesto distrital, sin que se genere un impacto adicional en el Marco Fiscal de Mediano Plazo.

En este sentido, cualquier costo que no esté cubierto con los pagos de los sujetos pasivos por concepto de la tasa por uso de áreas de alta cogestión serán financiadas con cargo al presupuesto asignado al Sector de Movilidad, incluyendo la plataforma institucional requerida al interior de la Secretaría Distrital de Movilidad  para la puesta en marcha de las tasas de uso en zonas de alta congestión.

Por tratarse de un impuesto y por los vacíos que se observan en cuanto a las fuentes de financiación para garantizar aquellos gastos que no alcancen a ser cubiertos con la tasa, se considera necesario que, en la presentación del proyecto, la Secretaría Distrital de Hacienda presente el concepto presupuestal de ésta iniciativa.

6. CONCLUSIONES
El proyecto presentado por la Administración Distrital, tiene como objeto adoptar la tasa por uso de áreas de alta congestión  autorizada por el artículo 90 de la ley 1450 de 2011 e instaurar su cobro dentro de la jurisdicción de Bogotá, con el propósito fundamental de desestimular el uso del vehículo particular.

No obstante, es fundamental precisar, que el uso del vehículo particular, no se impacta en la ocupación de las vías, generando los problemas ya conocidos de congestión y afectación en la velocidad de operación de los vehículos con su correspondiente impacto en la productividad de la ciudad, sino en la salud pública por su aporte en gases contaminantes y material particulado.

Por lo anterior se considera oportuno y necesario la implementación de la tasa por uso en áreas de alta contaminación, asociando esta última, no a la emisión propia de sustancias contaminantes sino al uso de la vía en las áreas y la secretaria distrital de ambiente, en el marco del Plan de adaptación y mitigación del cambio climático, lo cual fue aceptado por la Secretaria Distrital de Movilidad, como propuesta de esta modificación, para discusión en debate del concejo.

De conformidad con lo anteriormente expuesto y en el marco de las conclusiones de las experiencias mundiales en las ciudades que ha sido implementado y que se señala en la parte motivo, considero viable la implementación de los cobros de tasa por uso que establece la norma, siempre y cuando se implementen las modificaciones propuestas al articulado y tengan aval por parte de la Secretaria Distrital de Hacienda.

En aras de construir una Bogotá humana, habitable y organizada, rindo ponencia POSITIVA CON MODIFICACIONES a la propuesta presentada por la administración. 

(ORIGINAL FIRMADO)
DIEGO GARCÍA BEJARANO
Concejal Ponente
Elaboró: AVelandia, PBuitrago, LRamírez
“Por el cual se adoptan las tasas por uso de áreas de alta congestión y de alta contaminación en el Distrito Capital de  Bogotá.”
EL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C., 

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el artículo 338 de la Constitución Política y los numerales 3 y 19 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 y

CONSIDERANDO:

Que la Ley 1450 de 2011 señaló en su artículo 90 que: “Los municipios o distritos mayores a 300.000 habitantes, podrán establecer tasas por uso de áreas de alta congestión, de alta contaminación, o de infraestructura construida para evitar congestión urbana. El Gobierno Nacional reglamentará los criterios para determinar dichas áreas. Los recursos obtenidos por concepto de las tasas adoptadas por las mencionadas entidades territoriales, se destinarán a financiar proyectos y programas de infraestructura vial, transporte público y programas de mitigación de contaminación ambiental vehicular.”

Que el Decreto Nacional 2883 de 2013 fijó los criterios para determinar las áreas de alta congestión y la formulación del modelo de tasa por uso. 
Que se estima que para el año 2013 en un día típico circulan 1’419.576 vehículos particulares al día, de tal manera que el espacio ocupado por estos vehículos asciende a diez (10) millones de m² semejante a 1.000 canchas de futbol o lo que equivale a 6.853 kilómetros de carril, lo cual afecta no solo las condiciones de movilidad de la ciudad sino también su sostenibilidad en términos ambientales. 

Que en los términos del artículo 338 de la Constitución Política corresponde a los concejos municipales y distritales la imposición de tributos.

Que la tasa creada mediante la Ley 1450 de 2011 es un tributo y por lo tanto, le corresponde al Concejo Distrital adoptar su cobro en el Distrito Capital.

Que conforme al artículo 12, numeral 3 del Decreto Ley 1421 de 1993, le corresponde al concejo distrital “establecer, reformar o eliminar tributos, contribuciones, impuestos y sobretasas: ordenar exenciones tributarias y establecer sistemas de retención y anticipos con el fin de garantizar el efectivo recaudo de aquéllos”.
Que el numeral 8 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993, establece como una función del Concejo de Bogotá el determinar la funciones básicas de las entidades que hacen parte de la estructura general de la administración central. 

Que la Secretaría Distrital de Movilidad funge como autoridad de tránsito y transporte según el artículo 108 literal b) del Acuerdo 257 de 2006 y artículo 2 literal b) del Decreto 567 de 2006.

Que la Secretaría Distrital de Hacienda formula, orienta, coordina y ejecuta las políticas tributarias, presupuestales, contables y tesorería según lo previsto en el literal e) del artículo 62 del Acuerdo 257 de 2006. 

Que el Distrito Capital cumple con los requisitos señalados en el artículo 90 de la Ley 1450 de 2011 para  adoptar dentro de la ciudad la tasa por uso de áreas de alta congestión, de alta contaminación o de infraestructura construida y conforme a las competencias señaladas en la Constitución Política, le corresponde al Concejo Distrital dicho establecimiento.

ACUERDA:

Artículo 1º. Establecimiento de la tasa. Adoptar para el Distrito Capital las tasas por uso de áreas de alta congestión y alta contaminación, autorizadas por el artículo 90 de la Ley 1450 de 2011 e instáurese su cobro dentro de la jurisdicción de Bogotá, Distrito Capital.
Parágrafo. Se implementará la tasas por uso sí y solo sí se presenta el cumplimiento de los siguientes requerimientos en las áreas de influencia establecidas: 

1. Operación y puesta en marcha del 100% del Sistema de Bicicletas Públicas.

2. Operación y puesta en marcha del 100% del Sistema Integrado de Transporte Público.

3. Construcción de las obras e infraestructura vial proyectada para el área, en especial la Troncal de Transmilenio de la avenida Boyacá.

4. Construcción de ciclo parqueaderos y redes ambientales peatonales seguras.

Artículo 2º. Hecho generador. La tasas por uso de áreas de alta congestión y alta contaminación se cobrará por entrar, salir, o circular en las áreas definidas. 

Artículo 3º. Determinación de las áreas. Corresponde al gobierno distrital, determinar las áreas de alta congestión y alta contaminación, en los cuales será obligatorio el cobro de la tasa por uso. 
Parágrafo. Para la determinación de las áreas, los horarios y las fechas de cobro deberán realizarse  como mínimo los estudios de que trata el artículo 2º del Decreto Nacional 2883 de 2013 o las normas que lo modifiquen o complementen o sustituyan
Artículo 4º. Sujeción pasiva. Son sujetos pasivos de las tasas por uso, los propietarios y los conductores de los vehículos automotores de servicio particular, de servicio público individual de pasajeros, de servicio oficial, de transporte de carga y de transporte especial, que transiten o crucen  por  la(s) área(s) determinada(s) por el gobierno distrital.
Parágrafo. Serán solidariamente responsables del pago de las tasas por uso  los propietarios y los conductores de los vehículos de los servicios anteriormente referidos. 
Artículo 5º. Dispositivos a bordo. El gobierno distrital podrá i establecer para efectos del cobro de las tasas de uso la incorporación y la utilización de dispositivos a bordo que permitan la identificación y recaudo electrónico vehicular a través de los cuales se recolecte información para efectos del cobro de la tasa por uso conforme con  el Decreto Nacional 2846 de 2013 o las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan. 

Parágrafo. Si el uso de dispositivos a bordo se establece de manera obligatoria, los sujetos pasivos de la tasa por uso deberán garantizar que dichos dispositivos se encuentren en correcto funcionamiento en sus vehículos automotores.
Artículo 6º. Usuarios Exentos. Se exceptúan del pago de las tasas por uso a los conductores y propietarios de los siguientes tipos de vehículos automotores:
7.1. Vehículos automotores impulsados exclusivamente por motores de cero emisiones, eléctricos e híbridos.
7.2. Caravana Presidencial

7.3. Vehículos de las fuerzas armadas y de los organismos de seguridad del Estado

7.4. Vehículos de emergencia

7.5. Vehículos de personas con discapacidad física

7.6. Vehículos destinados al control de tráfico incluyendo grúas que se utilicen para el mismo propósito.
Parágrafo: La Secretaría Distrital de Movilidad establecerá los lineamientos que permitan identificar a los anteriores sujetos exentos de la tasa, para efectos de hacer efectiva la exención señalada.

Artículo 7º. Implementación. El procedimiento para la implementación de las tasas por uso será realizado por la Secretaría Distrital de Movilidad, directamente o a través de terceros, utilizando los medios técnicos y electrónicos que permitan monitorear el ingreso, egreso y circulación dentro de las áreas. 

El recaudo de las tasas por uso de áreas de alta congestión y de alta contaminación la realizará la Secretaría Distrital de Hacienda a través de la Dirección Distrital de Tesorería, en desarrollo de la ejecución activa del presupuesto el cual se realizará en los términos indicados en el Estatuto Orgánico de Presupuesto del Distrito Capital y el Decreto 390 de 2008 y las normas que los modifiquen o sustituyan.

Parágrafo. Se deberá implementar señalización que informe a los ciudadanos la proximidad a este tipo de áreas y el desarrollo de un proyecto piloto con anterioridad.

Artículo 8º. La Secretaría Distrital de Movilidad creará el Registro de Responsables de las tasas por uso, a través del cual se reúna la información de los sujetos pasivos y desarrolle las normas necesarias para su implementación y funcionamiento. Este registro será administrado directamente por la Secretaría de Movilidad. 

Artículo 9º. Determinación de la Tarifa. La tarifa de las tasas por uso se determinarán por parte del Alcalde Mayor con base en los estudios técnicos que adelante la Secretaría Distrital de Movilidad y la Secretaría Distrital de Ambiente, en aquellos casos en los que se requiera su intervención, los cuales deberán tener en cuenta las disposiciones contenidas en la Constitución Política de Colombia, la Ley, el Decreto 2883 de 2013 y las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan. El estudio deberá incluir como mínimo la evaluación de los siguientes criterios, así como los criterios que se definen a continuación:

a) Que la tarifa genere cambios de comportamiento en los usuarios, que favorezca el uso del transporte público y los modos no motorizados al menos en los viajes hacia, desde y dentro de las áreas de cobro. 

b) La implementación de la tarifa considere flexibilidad en su aplicación para  minimizar impactos sobre la equidad en el uso del sistema de transporte de la ciudad.

c) Análisis del impacto fiscal de la tasa.
d) Considerar la capacidad de pago de la población.

e) Evaluar el grado de congestión o de contaminación de cada tipo de vehículo.
Parágrafo 1°. El gobierno distrital podrá establecer descuentos, tarifas diferenciales y días en los que no se cobren las tasas por uso de áreas de alta congestión y de alta contaminación, en el marco de sus competencias.
Parágrafo 2°. El establecimiento por parte del gobierno distrital, de los horarios, tarifas y las fechas de cobro de las tasas por uso, deberán contar con la vinculación de los actores y sectores de interés.
Artículo 10º. Cobro y sanciones a los Usuarios. La omisión en el pago de las tasas de uso aquí adoptadas en las oportunidades previstas por parte de los sujetos pasivos será sancionada por la autoridad de tránsito mediante la imposición y cobro de la multa prevista en el artículo 131.B.8 del Código Nacional de Tránsito.
Parágrafo. La notificación de las órdenes de comparendo por la omisión en el pago de las tasas por uso podrá dirigirse a la dirección más reciente que establezca la Secretaría Distrital de Movilidad, mediante la verificación directa o mediante la utilización de guías telefónicas, directorios y en general de información oficial, o de otras entidades del Distrito o de otras entidades del orden nacional o territorial.

Artículo 11º. Destinación del Recaudo de las Tasas. Los recursos obtenidos por el cobro de las tasas por uso, se destinarán a la financiación de los proyectos y programas establecidos en la Ley 1450 de 2011 y en su Decreto reglamentario 2883 de 2013, atendiendo la siguiente priorización:

a) La tasa por uso de áreas de alta contaminación serán destinadas para la mitigación de la contaminación ambiental con destinación del 50% al arbolado urbano.

b) De la tasa por uso de áreas alta congestión se destinarán 10% a mitigación de la contaminación ambiental y 20% a transporte no motorizado.

Artículo 12º. Periodo de divulgación. Previo a la implementación de las tasas, el gobierno distrital desarrollará una labor de socialización y divulgación con la ciudadanía. Una vez se implementen las tasas, se establecerá un periodo de pedagogía en el cual no se cobre por la utilización de las áreas de alta congestión y de alta contaminación.
Artículo 13º. Vigencia. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá, D.C., a los 
GUSTAVO PETRO URREGO

ALCALDE MAYOR DE  BOGOTÁ, D.C. 
MIGUEL URIBE TURBAY
PRESIDENTE DEL CONCEJO DE  BOGOTÁ, D.C.

LUIS ALFREDO CERCHIARO DAZA
SECRETARIA GENERAL DEL CONCEJO DE  BOGOTÁ, D.C.
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